


ANEXO 1. Descripción del Corpus 
	Descripción general normas

	#
	Norma
	Tipo de norma
	Fecha de expedición
	Fecha de entrada en vigencia
	Procedencia de la iniciativa
	Título
	Resumen

	1
	Ley 733 de 2002 
	Ley Ordinaria 
	29/01/2002 
	31/01/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por medio de la cual se dictan medidas tendientes a erradicar los delitos de secuestro, terrorismo y extorsión, y se expiden otras disposiciones 
	Radicado como proyecto de ley No. 076 de 2000 Cámara – 008 de 2001 Senado 
 
El proyecto de ley incrementa las penas de prisión para el secuestro simple y el secuestro extorsivo, para la extorsión (inicialmente tanto en el mínimo como en el máximo de la pena, modificándose finalmente, solo en el quantum mínimo), así como las penas por efecto de las circunstancias de agravación; también se incrementó la pena por omisión de denuncia de particular. 

	2
	Decreto 1837 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	11/08/2002 
	11/08/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se declara el Estado de Conmoción Interior 
	Declara el Estado de Conmoción Interior en todo el territorio nacional, por el término de noventa (90) días calendario contados a partir de la vigencia del presente decreto 

	3
	Sentencia C-802/02 
	Sentencia de Control de Constitucionalidad 
	2/10/2002 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión constitucional del Decreto Legislativo 1837 de 11 de agosto de 2002 
	Magistrado Ponente:  Jaime Córdoba Triviño. 
Declara exequible la declaratoria del estado de conmoción interior, decreto 1837 de 2002 

	4
	Decreto 2555 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	8/11/2002 
	8/11/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se prorroga el Estado de Conmoción Interior 
	Prorroga el estado de conmoción interior por tres meses más a partir del 9 de noviembre de 2002 

	5
	Decreto 1838 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	11/08/2002 
	11/08/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por medio del cual se crea un impuesto especial destinado a atender los gastos del Presupuesto General de la Nación necesarios para preservar la Seguridad democrática 
	El decreto crea el impuesto para preservar la seguridad democrática a quienes son declarantes del impuesto 
de renta y complementarios 
Adicionalmente, en su artículo 9 se establece una sanción por no declarar equivalente al 160% del valor del impuesto determinado, al tiempo que el artículo 10 señalas las condiciones por las cuales se comete fraude, entre otras. 

	6
	Sentencia C-876/02 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	16/10/2002 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión de constitucionalidad del Decreto Legislativo 1838 de 2002 
	Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis 
Se declara exequible el articulado. 
 
 
 
 
 

	7
	Decreto 245 de 2003 
	Decreto Legislativo 
	5/02/2003 
	5/02/2003 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se prorroga el Estado de Conmoción Interior 
	Extiende por segunda vez el estado de conmoción interior por tres meses más, contados a partir del 6 de febrero de 2003 

	8
	Sentencia C-327/03 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	 
	29/04/2003 
	Corte Constitucional 
	Control de Constitucionalidad Decreto Legislativo No. 245 de 5 de febrero de 2003 
	Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra  
Declara inexequible el decreto 245 de 2003 

	9
	Decreto 2002 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	9/09/2002 
	11/09/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se adoptan medidas para el control del orden público y se definen las zonas de rehabilitación y consolidación 
	El artículo 1 del decreto estable la designación de fiscales y procuradores en unidades operativas militares apoyando las operaciones de la fuerza pública (inexequible en revisión de constitucionalidad). 
El artículo 2 definía la posibilidad de captura de personas de las que se tuviera indicio “s obre su participación o sobre sus planes de participar en la comisión de delitos”, en tanto que el artículo 3 permitía la captura sin orden judicial (inexequible en revisión de constitucionalidad), y el 4 definía un registro de las capturas que se llevaban a cabo para tenerlo consolidado y actualizado. 
El artículo 5 permitía la interpretación o registro de comunicaciones “con el único fin de buscar pruebas judiciales o de prevenir la comisión de delitos”. 
Le siguiente artículo permitía la inspección o registro domiciliario y allanamiento, y el 7 lo establecía sin orden judicial (inexequible en revisión de constitucionalidad), en tanto que el 8 regulaba la inspección o registro para bienes no domiciliarios, naves o aeronaves. 
El noveno artículo disponía la forma en que podrían ser trasmitidos los reportes sobre lo realizado a la luz del decreto y el décimo sobre los “deberes de los extranjeros”. 
El artículo 11 definió las zonas de rehabilitación como “ área geográfica afectada por acciones de grupos criminales en donde, con el fin de garantizar la estabilidad institucional, restablecer el orden constitucional, la integridad del territorio nacional y la protección de la población civil, resulte necesaria la aplicación de una o más de las medidas excepcionales de que tratan los siguientes artículos, sin perjuicio de la aplicación de las demás medidas dictadas con base en la conmoción interior”, y el artículo 12 señalaba que estas serían delimitadas por el Presidente de la República (inexequible en revisión de constitucionalidad). 
Los siguientes artículos señalaban que un comandante militar actuaría como superior de todos los efectivos de la fuerza pública ubicados en la zona de rehabilitación (art. 13), la reglamentación del derecho de circulación y residencia el cual podría limitarse a través de medidas como el toque de queda, por ejemplo, expedidas por el gobernador (art. 14), quien además podría exigir se comunicara previamente sobre desplazamientos dentro y fuera de la zona (art. 15), y quien incumpliera dicha obligación podría ser retenido hasta por 24 horas (art. 16). 
El artículo 17 facultó al comandante militar la recolección, verificación, conservación y clasificación de la información del lugar de residencia y ocupación de los residentes o personas que transitaran (declarada inexequible esta parte de la disposición), así como de armas y otros, naves o aeronaves; también se facultó al comandante militar para suspender salvoconductos (art. 19) 
El artículo 18 definición el deber de informar la tenencia, porte o uso de armas, explosivos, equipos de comunicaciones entre otros, al tiempo que señalaba que, “quien incumpla este deber podrá ser capturado preventivamente por cualquier miembro de la Fuerza Pública y deberá ser puesto a disposición de la autoridad judicial competente dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes” (declarado inexequible este aparte). 
El artículo 20 señaló que, quien no portara el documento de identificación podría ser retenido hasta por 24 horas mientras se verificaba su identidad y se establecía que no fuera requerida por autoridad de policía o judicial. 
El artículo 21 señaló que cualquier miembro de la fuerza pública podría revisar la carga de transporte por cualquier vía, al tiempo que permitía que conductores y auxiliares fueran capturados preventivamente si se infería que la carga “transporta se pretende auxiliar a alguna organización delictiva o a sus miembros”. 
El artículo 22 regulaba el tránsito y permanencia de extranjeros en la zonas; el 23 permitía la utilización de bienes o servicios de particulares previa autorización del alcalde o gobernador; el 24 señalaba que el Ministerio del Interior podría adoptar las medidas del decreto, de facultad de los gobernadores, sí concurrían municipios en varios departamento (inexequible en revisión de constitucionalidad).  

	10
	Sentencia C-1024/02 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	26/11/2002 
	 
	Corte Constitucional 
	Control de Constitucionalidad Decreto Legislativo No. 2002 de 2002  
	Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra  
En revisión de constitucionalidad del decreto 2002 de 2002 la Corte resolvió, principalmente: 
Declarar inexequibles los artículos 1, 3, 7, 12 y 24. 
Respecto del artículo 2 exequible la expresión “La Fuerza Pública, el Departamento Administrativo de Seguridad DAS y”, en el entendido que la captura por los integrantes de esas entidades que no tengan funciones de policía judicial, solamente puede practicarse cuando ella sea públicamente requerida, en los términos del artículo 348 del Código de Procedimiento Penal (Ley 600). Lo mismo aplica para la misma frase contenida en el artículo 4. 
Del artículo 5 fue inexequible la expresión “la Fuerza Pública, el Departamento Administrativo de Seguridad DAS y”, dejando claro que la interceptación o registro de comunicaciones solo puede ser por autoridad con facultad de policía judicial y “sólo cuando existan hechos externos e inequívocos dirigidos a la comisión de delitos relacionados con las causas de perturbación del orden público", y en igual sentido respecto a la misma expresión contenida en el artículo 6 (inspección o registro domiciliario y allanamiento). 
En relación con el artículo 8 (inspección o registro no domiciliario) se aclara que la suspensión del inciso primero del artículo 294 del Código de Procedimiento Penal -exigencia de providencia motivada- sólo se refiere a los delitos que tengan relación con las causas que motivaron la declaración de conmoción interior. 
 
En relación con el artículo 10 relacionado con extranjeros la Corte aclaró que su expulsión deberá garantizarse el debido proceso administrativo íntegramente. 
Del artículo 17 se aclaró que el comandante militar de la zona de rehabilitación no está facultado para recoger, verificar, conservar y clasificar la información acerca del lugar de residencia y de la ocupación habitual de los residentes y de las personas que transiten o ingresen a la misma. 
En el artículo 18 que señalaba el deber de informar la tenencia, porte o uso de armas y otros se declaró inexequible las consecuencias para quien incumpliera: “ser capturado preventivamente por cualquier miembro de la Fuerza Pública y deberá ser puesto a disposición de la autoridad judicial competente dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes. 

	11
	Decreto 2929 de 2002 
	Decreto Ordinario 
	3/12/2002 
	4/12/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	Por el cual se delimitan unas zonas definidas en el Decreto 2002 de 2002 
	El artículo 1° señala como Zona de Rehabilitación y Consolidación el área conformada por los municipios de Mahates, María La Baja, Calamar, El Guamo, San Juan de Nepomuceno, San Jacinto, Carmen de Bolívar, Córdoba, Zambrano y Arroyohondo, en el departamento de Bolívar y los municipios de San Onofre, Colosó, Chalán, Ovejas, Tolú Viejo, Sincé, Galeras, El Roble, San Pedro, Corozal, Sincelejo, San Juan de Betulia, Los Palmitos, Morroa, Buenavista y San Benito Abad, en el departamento de Sucre, en tanto que el segundo al área de Arauca, Arauquita y Saravena (Arauca). 
Los demás artículos aclaran disposiciones del capítulo segundo del decreto 2002 relacionados con dicha Zonas, al tiempo que dispone en su artículo 6 que “los ministerios de Educación Nacional, Salud y de Trabajo y Seguridad Social, presentarán planes y proyectos que conlleven a la rehabilitación de las Zonas en sus respectivas áreas”. 

	12
	Sentencia C-122/03 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	18/02/2003 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión oficiosa del Decreto 2929 de 2002  
	Se declara exequible el decreto 2929 de 2002 

	13
	Decreto 2001 de 2002 
	Decreto Ordinario 
	27/09/2002 
	11/09/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se modifica la competencia de los Jueces Penales del Circuito Especializados 
	Señala los delitos que son conocimiento de los Jueces Penales del Circuito Especializados. Esto implica procedimientos más rigurosos, por ejemplo, para acceder a la libertad provisional los términos se duplican cuando no se haya definido “el mérito de la instrucción” es decir xxxx, o cuando no se hubiera realizado la audiencia pública a partir de la  ejecutoria de la resolución de acusación, todo lo cual implica, estar ptrivado de la libertad más tiempo de lo 14estipulado para los delitos que no conocen dichos jueces. 

	14
	Sentencia C-1064/02 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	2/12/2002 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión constitucional del Decreto Legislativo 2001 
	La Corte resolvió exequible el decreto entendiendo que, “dado el carácter más gravoso de su procedimiento, sólo son aplicables a los delitos cometidos a partir de la vigencia” del decreto 2001 de 2002, y no “a las conductas punibles realizadas con anterioridad a ella” 

	15
	Decreto 1900 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	23/08/2002 
	23/08/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se adoptan medidas en materia penal y procesal penal contra las organizaciones delincuenciales y se dictan otras disposiciones 
	Tipifica conductas relacionadas con daño a la infraestructura del sector hidrocarburos, el hurto y contrabando de hidrocarburos y sus derivados, así como términos para la libertad y la extinción de la acción penal. 

	16
	Sentencia C-939/02 
	Sentencia Constitucionalidad 
	31/10/2002 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión constitucional del Decreto 1900 de 2002  
	Declara íntegramente inexequible el decreto 1900 de 2002 

	17
	Decreto 2180 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	30/09/2002 
	3/10/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se modifican los artículos 4º y 6º del Decreto 1900 de 2002 
	Modifica el artículo 4 del decreto 1900 relacionado con el contrabando de hidrocarburos agregando en la descripción de la conducta que el reproche penal aplica cuando se trata de cantidades superiores a diez (10) galones y en el igual sentido el artículo 6 (favorecimiento). 

	18
	Sentencia C-1065/02 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	3/12/2002 
	 
	Corte Constitucional 
	 Revisión constitucional del Decreto 2180 de 2002  
	Al ser declarado inexequible el decreto 1900 de 2002, el decreto 2180 no tiene efectos y también es inconstitucional. 

	19
	Decreto 2748 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	25/11/2002 
	26/11/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se expiden normas en materia procesal penal 
	En su artículo primero señala los términos para la definición jurídica de quienes estén procesados por delitos de hurto de hidrocarburos, agrega que la medida de aseguramiento que no podrá ser sustituida por la detención domiciliaria y en su artículo 2 se señala las causales para la libertad del sindicado por dichos delitos. 

	20
	Sentencia C-149/03 
	 
	25/02/2003 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión constitucional del Decreto 2748 de 2002  
	En subsidio de la sentencia C-939/02 se declara inexequible. 

	21
	Decreto 1975 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	3/09/2002 
	4/09/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por medio del cual se suspende la Ley 333 de 1996 y se regulan la acción y el trámite de la extinción del dominio 
	Regula lo relacionado con el trámite de extinción de dominio 

	22
	Sentencia C-1007-02 
	Sentencia Constitucionalidad 
	18/11/2002 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión constitucional del Decreto legislativo 1975 del 3 de septiembre de 2002 
	Se declara exequible el decreto 19975 de 2002. 
La Corte aclara en el artículo 2, sobre las causales en que se declara la extinción, que hace relación a “las actividades ilícitas deben ser conductas relacionadas con las causas que atenten de manera inminente contra la estabilidad institucional, la seguridad del Estado o la convivencia ciudadana realizadas por personas que hacen parte de grupos al margen de la ley” 
Del artículo 9 se declaró inexequible el último inciso (que obligaba a quienes estaban en curso de la extinción de dominio sobre sus bienes presentarse personalmente) por considerar que vulneraba los derechos de las personas desaparecidas, secuestradas, desplazadas, exiliadas o refugiadas que no podían comparecer. 
También se declaró contrario a la constitución la disposición del artículo 10 relacionado con la pérdida de dominio a quien no se presentara tres meses después de efectuado el emplazamiento aún pues tal falta puede darse por fuerza mayor caso fortuito y no se ha demostrado que el bien procede del ejercicio de actividades ilícitas. 

	23
	Decreto 1959 de 2002 
	Decreto Legislativo 
	30/08/2002 
	31/08/2002 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se adiciona el Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2002 
	Adicionó al presupuesto General de la Nación del año 2002, producto del impuesto creado mediante el decreto 1838 de 2002, quinientos setenta y nueve mil ciento cuarenta y seis millones de pesos moneda legal ($579.146.000.000), de los cuales 496.226.000.000 -cerca del 85%- se destinaron al sector defensa, 61.920.000.000 a la policía y el resto al Ministerio de Hacienda (que definía las partidas para la Fiscalía, la Procuraduría y la Defensoría) y para el Ministerio del Interior 

	24
	Sentencia C-947/02 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	6/11/2002 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión de constitucionalidad del Decreto Legislativo 1959 de 2002 
	Declara la constitucionalidad del decreto 1959 y aclara “gastos deberán estar directa y específicamente encaminados a conjurar las causas de la perturbación y a impedir la extensión de sus efectos” 

	25
	Ley 1028 de 2006 
	Ley Ordinaria 
	12/06/2006 
	13/06/2006 
	Iniciativa gubernamental 
	por la cual se adiciona el Código Penal y se dictan otras disposiciones 
	Se sanciona el hurto y contrabando de hidrocarburos, adicionando en el artículo 1, al capítulo X del Código Penal, “Delitos contra el orden económico y social un capítulo sexto “Del apoderamiento de los hidrocarburos y otras infracciones”, creando los delitos de apoderamiento de hidrocarburos o sus derivados; sustracción, apoderamiento, mezcla o alteración de sistemas de identificación de hidrocarburos o sus derivados; y, destinación ilegal de combustible. 
El artículo 2 dispone que una vez incautados los combustibles serán entregados a Ecopetrol para su venta. 
Por su parte, el artículo 3 señala que la competencia de los delitos introducidos en el ordenamiento penal serán competencia de los Jueces Penales de Circuito especializados. 

	26
	Ley 1121 de 2006 
	Ley Ordinaria 
	29/12/2006 
	30/12/2006 
	Iniciativa gubernamental 
	por la cual se dictan normas para la prevención, detección, investigación y sanción de la financiación del terrorismo y otras 
disposiciones 
	La ley modifica el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero respecto a la obligación y control a actividades delictivas por parte de las instituciones sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y de la Superintendencia de Valores, obligadas a adoptar medidas de control orientadas a evitar que en la realización de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento en cualquier forma de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas o destinados a su financiación. 
Adicionalmente, define algunas de las funciones de la Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF) como organismo de inteligencia económica encargado de analizar información de las financieras, bancarias y de valores para prevenir y detectar posibles operaciones de lavado de activos.  
Por su parte, el artículo 16 modifica el código penal, específicamente: 
artículo 345, financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, incrementando la pena (pasando de penas que oscilaban entre los 8 y 18 años, a 13 y 22 años) 
Artículo 323. Lavado de activos, agregando como conductas “financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas”, las cuales también fueron agregadas en los artículos 441, Omisión de denuncia de particular, 340, Concierto para delinquir, y 16, Extraterritorialidad; en igual sentido se modificó el código de procedimiento penal (Ley 906 de 2004), específicamente el parágrafo 3° del artículo 324 sobre la inaplicación del principio de oportunidad. 

	27
	Decreto 3929 de 2008 
	Decreto Legislativo 
	9/10/2008 
	9/10/2008 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se declara el estado de conmoción interior 
	Se declara el estado de conmoción interior en todo el territorio nacional 

	28
	Sentencia C-070/09 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	12/02/2009 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión de constitucionalidad del Decreto 3929 del 9 de octubre de 2008  
	Declara inexequible la declaratoria del estado de conmoción interior prevista en el decreto 3929. 

	29
	Decreto 4333 de 2008 
	Decreto Legislativo 
	17/11/2008 
	17/11/2008 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se declara el Estado de Emergencia Social 
	Declara el estado de emergencia social 

	30
	Sentencia C-135/09 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	25/02/2009 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión de constitucionalidad del Decreto 4333 del 17 de noviembre de 2008  
	Resuelve que el estado de emergencia social es constitucional 

	31
	Decreto 4336 de 2008 
	Decreto Legislativo 
	17/11/2008 
	17/11/2008 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se modifica el Código Penal [relacionado con la captación ilegal de dineros]
	Modifica el código penal en relación con las conductas de captación, así: 
Artículo 316. Captación masiva y habitual de dineros, la pena se incrementó en los mínimos y máximos, pasando de 32 y 108 meses, respectivamente, a 120 y 240 meses. 
Crea el artículo 316A, señalando pena de presión de 96 a 180 meses para quien haya captado recursos del público y no los reintegre, independientemente de la sanción prevista en el artículo anterior. 
El parágrafo disponía que “los Fiscales que conozcan de los procesos penales que correspondan a este tipo penal, por” la falta de devolución de dineros captados antes de la vigencia de esta norma, podrán 
aplicar de manera preferente el principio de oportunidad en aras de procurar la devolución de los recursos. 
Debe señalarse que estos artículos fueron introducidos al ordenamiento ordinario de forma permanente por la Ley 1357 de 2009. 

	32
	Sentencia C-224/09 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	30/03/2009 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión constitucional del Decreto Legislativo 4336 del 17 de noviembre de 2008
	Declara exequible el decreto 4336, salvo la expresión “antes de la vigencia de esta norma” del parágrafo del artículo 2. 

	33
	Decreto 4449 de 2008 
	Decreto Ordinario 
	25/11/2008 
	25/11/2008 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se adiciona y modifica el Código Penal
	Modifica el código penal, así: 
La pena prevista en el artículo 325, omisión de control, el cual dispone que “El empleado o administrador de una institución financiera o de cooperativas que ejerzan actividades de ahorro y crédito que, con el fin de ocultar o encubrir el origen ilícito del dinero, omita el cumplimiento de alguno o todos los mecanismos de control establecidos por el ordenamiento jurídico para las transacciones en efectivo”, pasando de 32 a 38 meses de presión en el mínimo, y de 108 a 128 en el máximo. 
Crea el artículo 325A, Omisión de reportes sobre transacciones en efectivo, movilización o almacenamiento de dinero en efectivo, dirigido a sancionar a los sujetos objeto de control de la UIAF y que omitan el cumplimiento de los reportes, señalando una pena entre los 38 y 128 meses. 
Estos artículos fueron introducidos al ordenamiento ordinario de forma permanente por la Ley 1357 de 2009. 

	34
	Sentencia C-225/09 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	30/03/2009 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión constitucional del Decreto 4449 de 2008  
	Se declara el decreto 4449 inexequible 

	35
	Decreto 4450 de 2008 
	Decreto Legislativo 
	25/11/2008 
	25/11/2008 
	Iniciativa gubernamental 
	por el cual se adiciona el artículo 305 del Código Penal 
	Modifica el código penal, en los siguientes artículos: 
Artículo 305, usura. En él agrega un inciso: 
En caso de que cualquiera de las conductas a que se refiere el inciso 1o de este artículo se efectúe utilizando la figura de la venta con Pacto de Retroventa o del mecanismo de Cobros Periódicos que se defina en el reglamento, se aumentará la pena de cuarenta y ocho (48) a ciento veintiséis meses (126) y multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a seiscientos (600) salarios mínimos legales mensuales vigente 

	36
	Sentencia C-226/09 
	Sentencia de Constitucionalidad 
	 
	 
	Corte Constitucional 
	Revisión constitucional del Decreto Legislativo 4450 de 2008 
	Declara inexequible el decreto 4450 de 2008 

	37
	Proyecto de acto legislativo 223 de 2003 Cámara 
	Proyecto de Acto Legislativo 
	Declarado inexequible 
	 
	Iniciativa gubernamental 
	por medio del cual se modifican los artículos 15, 28 y 250 de la Constitución Política de Colombia, para enfrentar el terrorismo [Estatuto Antiterrorista]
	El proyecto original traía consigo cuatro artículos, los tres primeros modifican la Constitución de 1991 y el último que trata sobre la vigencia: 
Artículo 1º, modifica el artículo 15 de la Constitución Política relacionado con la intimidad personal y familiar y el buen nombre, y por tanto, consagra que las comunicaciones sólo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial. El proyecto proponía “una Ley Estatutaria reglamentará la forma en que autoridades administrativas, sin previa orden judicial, puedan restringir este derecho, exclusivamente para casos de terrorismo” (negrillas fuera del texto). 
El artículo 2, introduce cambios en el artículo 28 relacionado con el derecho a la libertad, y la cláusula de que, la prisión, arresto, detención, registro de domicilio solo pueden realizarse “en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. El proyecto agregaba “una Ley Estatutaria reglamentará la forma en que autoridades administrativas puedan realizar detenciones con fines de identificación y registros domiciliarios, con aviso inmediato a la Procuraduría 
General de la Nación y control judicial posterior, exclusivamente en casos de terrorismo” (negrillas fuera del texto). 
Finalmente, el artículo 3 modificaba a su turno el artículo 250 agregando un parágrafo: 
“Para combatir el terrorismo, la Fiscalía General de la Nación podrá conformar Unidades Especiales de policía judicial con miembros de las Fuerzas Militares, el DAS o la Policía Nacional, las cuales estarán bajo su dirección y coordinación. Para el desarrollo de las labores propias de esta función, los miembros de la Unidad Pertenecientes a las Fuerzas Militares se regirán por los mismos principios de responsabilidad que los demás miembros de la Unidad Especial” (negrillas fuera del texto). 
El Ministerio de Defensa, solicitó agregar un artículo al texto inicial, relacionado con el empadronamiento, el cual modifica el artículo 24 constitucional, agregando un inciso en los siguientes términos: “Una ley estatutaria podrá establecer la obligación de empadronamiento de los habitantes”. 
El texto inicial fue modificado en los diferentes debates legislativos. Al final el texto aprobado traía las siguientes modificaciones: 
Artículo 1, que modifica el artículo 15 constitucional, el inciso modificatorio quedó así: 
Con el fin de prevenir la comisión de actos terroristas, una ley estatutaria reglamentará la forma y condiciones en que las autoridades que ella señale, con fundamento en serios motivos, puedan interceptar o registrar la correspondencia y demás formas de comunicación privada, sin previa orden judicial, con aviso inmediato a la Procuraduría General de la Nación y control judicial posterior dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes. Al iniciar cada período de sesiones el Gobierno rendirá informe al Congreso sobre el uso que se haya hecho de esta facultad. Los funcionarios que abusen de las medidas a que se refiere este artículo incurrirán en falta gravísima, sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar. 
Artículo 2, que modificó el artículo 24 
El Gobierno Nacional podrá establecer la obligación de llevar un informe de residencia de los habitantes del territorio nacional, de conformidad con la ley estatutaria que se expida para el efecto. 
El artículo 3 modificó el artícujo 28 constitiuconal, agregando el siguiente inciso: 
Una ley estatutaria reglamentará la forma en que, sin previa orden judicial, las autoridades que ella señale puedan realizar detenciones, allanamientos y registros domiciliarios, con aviso inmediato a la Procuraduría General de la Nación y control judicial posterior dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, siempre que existan serios motivos para prevenir la comisión de actos terroristas. Al iniciar cada período de sesiones el Gobierno rendirá informe al Congreso sobre el uso que se haya hecho de esta facultad. Los funcionarios que abusen de las medidas a que se refiere este artículo incurrirán en falta gravísima, sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar. 
Respecto al artículo 250 de la Constitución, el parágrafo nuevo quedó de conforme a la siguiente redacción: 
Para combatir el terrorismo y los delitos contra la seguridad pública, y en aquellos sitios del territorio nacional donde no exista una autoridad judicial a la que se pueda acudir en forma inmediata o donde el acceso de los funcionarios ordinarios de policía judicial no sea posible por excepcionales circunstancias de orden público, la Fiscalía General de la Nación conformará unidades especiales de Policía Judicial con miembros de las Fuerzas Militares, las cuales estarán bajo su dirección y coordinación. Para el desarrollo de las labores propias de esta función, los miembros de la Unidad pertenecientes a las fuerzas militares se regirán, sin excepción, por los mismos principios de responsabilidad que los demás miembros de la unidad especial. 
Respecto a la vigencia quedó redactada de la siguiente manera (artículo 5): 
Las adiciones a la Constitución Política efectuadas mediante el presente acto legislativo empezarán a regir a partir de su promulgación. Las facultades especiales a las cuales se refieren los artículos 1o, 2o y 3o se ejercerán con estricta observancia de lo dispuesto en ellos y de acuerdo con la ley estatutaria que a iniciativa del Gobierno Nacional expedirá el Congreso de la República antes del 20 de junio del año 2004. 
El Gobierno presentará el proyecto a más tardar el 1o de marzo del mismo año, con mensaje de urgencia e insistencia. 
Los términos para todo el trámite de control previo de constitucionalidad que hará la Corte Constitucional se reducen a la mitad, en este caso. 
En caso de que esta ley Estatutaria no entrara en vigencia en los nueve (9) meses siguientes a la promulgación de este acto legislativo, el Gobierno Nacional podrá expedir un reglamento que regule en forma transitoria la materia. 
Las funciones a que se refieren el inciso 4o del artículo 15, el inciso 4o del artículo 28 y el parágrafo 2o del artículo 250 que se introducen por el presente acto legislativo se conferirán por el término de cuatro (4) años prorrogables por la mayoría absoluta del Congreso de la República. 
Los actos terroristas a que se refiere este Proyecto serán los definidos como tales por la legislación penal vigente. 


 
 
 




